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ASOCIACIÓN DE 
EMPLEADOS 
GERENCIALES DE LA 
CORPORACIÓN DEL 
FONDO DEL SEGURO DEL 
ESTADO, EN DE: MARILYN 
EXCLUSA RIVERA; 
MARIBEL MORALES; JOSÉ 
A. FLORES GARCÍA Y 
MARGIE IGARAVIDEZ 
OCASIO 

 
Peticionarios 
 

                 v. 
 
RAFAEL ÁNGEL FLORES 
DÍAZ, EN SU CARÁCTER 
DE PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE APELACIONES 
DE EMPLEADOS 
GERENCIALES DE LA 
CORPORACIÓN DEL 
FONDO DEL SEGURO DEL 
ESTADO; JUNTA DE 
APELACIONES DE 
EMPLEADOS 
GERENCIALES DE LA 
CORPORACIÓN DEL 
FONDO DEL SEGURO DEL 
ESTADO 
          

Recurridos 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
KLRX201500074 

Mandamus 
 
 
Caso Núm. JA-13-21 
Caso Núm. JA-10-93 
Caso Núm. JA-10-106 
Caso Núm. JA-10-174 
 
 
Sobre:  
 
Decisiones de la Junta 
de Apelaciones de 
Empleados Gerenciales 
de Carrera de la 
Corporación del Fondo 
del Seguro del Estado 
 
 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

La Asociación de Empleados Gerenciales de la Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado, Inc. acude ante nos en representación de 

cuatro de sus miembros, las señoras Marilyn Exclusa Rivera, Maribel 

Morales Rivera y Margie Igaravidez Ocasio y el señor José A. Flores 

García, y solicita que expidamos el auto de mandamus contra la Junta de 

Apelaciones de Empleados Gerenciales de Carrera de la Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado y le ordenemos emitir la decisión final en los 
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casos presentados por estos cuatro empleados contra su patrono, la 

Corporación del Fondo del Seguro del Estado.  

La peticionaria específicamente plantea que, a pesar de múltiples 

esfuerzos con ese objetivo, la Junta de Apelaciones no ha emitido la 

resolución final en esos casos. En apoyo de su solicitud del remedio 

extraordinario del mandamus, la Asociación plantea que la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley Núm. 170 del 12 de 

agosto de 1988, 3 L.P.R.A. secs. 2101 et seq., dispone que “[t]odo caso 

sometido a un procedimiento adjudicativo ante una agencia deberá ser 

resuelto dentro de un término de seis (6) meses, desde su radicación, 

salvo en circunstancias excepcionales”. 3 L.P.R.A. sec. 2163(g). 

Acogido el recurso, le ordenamos a la Junta demandada que 

mostrara causa por la que no debíamos expedir el auto de mandamus 

solicitado. La Junta compareció el 13 de enero de 2016 y acreditó, 

mediante dos documentos que unió a su comparecencia, que ese mismo 

día dictó las decisiones pendientes en los casos señalados por la 

Asociación. Consecuentemente, solicitó la desestimación del recurso por 

entender que se tornó académico.  

I 

- A - 

Como bien señala la parte peticionaria, la jurisprudencia de Puerto 

Rico ha determinado que procede la expedición de un mandamus contra 

una agencia con facultades cuasi adjudicativas si esta incurre en una 

tardanza irrazonable para emitir tu decisión final, lo que se ha establecido 

en más de seis meses, desde que el asunto quedó sometido para su 

adjudicación. Así lo reconoce la Sección 3.13(g) de la LPAU, citada 

arriba. El referido término de seis meses no es jurisdiccional, es decir, es 

un término de cumplimiento estricto o directivo, que solo podrá ampliarse 

cuando existan circunstancias excepcionales, consentimiento escrito de 

las partes o causa justificada. El propósito del mencionado plazo es 

asegurar que los procesos administrativos se lleven a cabo de manera 
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rápida y eficiente, para evitar que las agencias y sus directores incurran 

en tardanzas o dilaciones injustificadas en la adjudicación de los asuntos 

que tienen ante su consideración cuasijudicial. Lab. Inst. Med. Ava. v. 

Lab. C. Borinquen, 149 D.P.R. 121, 135-136 (1999); J. Exam. Tec. Méd. 

v. Elías, 144 D.P.R. 483, 494-495 (1997).  

Por tanto, cuando un organismo administrativo incumple con su 

obligación de adjudicar una cuestión en el plazo dispuesto en la LPAU, se 

ha resuelto que el remedio judicial disponible es la presentación del 

recurso de mandamus ante el foro judicial para que se ordene a la 

agencia a resolver en el más breve plazo. Rivera Sierra v. Supte. Anexo 

500 Guayama, 179 D.P.R. 98, 151 (2010). La presentación del recurso 

extraordinario del mandamus estuvo, pues, justificada en este caso. 

- B - 

La defensa de la academicidad de un pleito o controversia tiene 

como propósito que los tribunales se aseguren de la existencia de una 

controversia genuina entre las partes en todas las etapas de un 

procedimiento adversativo, incluidas las etapas apelativas o revisoras. 

Véase, Noriega v. Hernández Colón, 135 D.P.R. 406, 437 (1994). Con 

esta limitación sobre la autoridad adjudicativa de los tribunales, también 

se persigue evitar el uso innecesario de los recursos judiciales y obviar 

pronunciamientos de los tribunales que resulten superfluos o meramente 

consultivos. C.E.E. v. Depto. De Estado, 134 D.P.R. 927, 935-936 (1993); 

San Gerónimo Caribe Project v. A.R.Pe., 174 D.P.R. 640, 652 (2008). 

Un caso se torna académico cuando el paso del tiempo o los 

cambios fácticos o procesales que ocurren durante su trámite ante el foro 

judicial o adjudicativo provocan que el pleito pierda su carácter 

adversativo, por lo que el remedio que se pueda conceder a las partes no 

ha de tener efecto real alguno en la solución de la controversia planteada, 

pues esta ya no existe. Com. de la Mujer v. Srio. De Justicia, 109 D.P.R. 

715, 724-725 (1980). Una vez se determina que ha desaparecido el 

carácter adversativo entre los intereses de las partes involucradas, los 
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tribunales pierden su jurisdicción en el pleito y, por ello, deben abstenerse 

de considerar el caso en sus méritos. 

II 

En el caso de autos, la Junta presentó evidencia de haber emitido 

las decisiones que resuelven los asuntos planteados en cada uno de los 

casos a los que la Asociación se refiere en el presente recurso. A la 

señora Exclusa Rivera se le notificó la decisión y orden de la Junta el 13 

de enero de 2016. En esa misma fecha, también se les notificó a las 

señoras Morales Rivera e Igaravidez Ocasio y al señor Flores García la 

decisión y orden de la Junta en la que se adjudicaron sus respectivas 

impugnaciones. Por lo tanto, ya no existen controversias vivas entre las 

partes de este caso que ameriten nuestra intervención.     

III 

Por los fundamentos expresados, se desestima el recurso de autos 

por académico.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

     Dimarie Alicea Lozada  
   Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 


